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‘Ámbito Subjetivo de Aplicación de la Ley: su aplicación a las entidades del Tercer Sector’
En primer lugar, y de cara a contextualizar cuál es el alcance previsible del encaje de las entidades del tercer sector en la ley, conviene tener en cuenta cuál es el esquema o la estructura básica de la ley.

Esta ley tiene cuatro títulos, aunque los que nos interesan por su contenido son sólo tres: el título I se refiere a la transparencia de la actividad pública y se divide a su vez en dos bloques de contenidos fundamentalmente: uno es las obligaciones de publicidad activa, y el otro es el relativo a la regulación del derecho de acceso a la información pública. Este título entra en vigor al año de publicación de la ley, aunque las Comunidades Autónomas y las entidades locales tendrán un año adicional para hacer la adaptación necesaria para la aplicación de la ley.

 El segundo título, por su parte, se refiere al Buen Gobierno y se aplica únicamente a altos cargos o asimilados, de la Administración, y contiene una serie de principios éticos y de actuaciones que han de ser respetadas por ellos.. Ha entrado en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín.

En tercer lugar, el título III de la ley se refiere al ‘Consejo de Transparencia’, un organismo público creado por la propia ley, en el que se alcanza a detallar su regulación y los fines que ha de defender para la promoción de la transparencia en la vida pública. 

A la vista del contenido de la ley, la sujeción del tercer sector va a centrarse en el título I y por tanto en transparencia en la vida pública, tanto a información pública como a derecho de acceso. Dentro de este título habrá niveles de sujeción: por un parte, el que obligará a las entidades a publicidad activa, por otro, el que no obliga y el tercer nivel, el menos intenso de todos, el que se refiere a determinadas obligaciones de suministro de información a las entidades que sí que se encuentran obligadas, o bien por el primero o por el segundo nivel.

Primer nivel de sujeción, el más intenso y que se refiere a entidades que están sujetas tanto a publicidad activa como a regulación del derecho de acceso, están descritas en el artículo 2.1 de la Ley. Hay una multiplicidad de entidades que entran en este primer nivel y, por describir algunas, la Ley distingue entre unas entidades que se consideran Administraciones Públicas a los efectos de la ley, y otras que, como veremos, no tienen esa consideración.

Dentro de estas primeras entidades de Administraciones Públicas están las administraciones territoriales, esto es, el Estado, las Comunidades Autónomas, entidades locales y la Ley específica de Ceuta y Melilla, entidades comunes de la Seguridad Social, la tesorería de la Seguridad Social, el Instituto Nacional de Seguridad Social, mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales 

colaboradoras de la Seguridad Social, organismos autónomos, agencias estatales, entidades públicas empresariales y después también incluye entidades de derecho público en dos apartados diferentes: entidades de derecho público que con independencia funcional o con una especial autonomía atribuida por la ley tengan atribuidas funciones de carácter externo, y además también entidades de derecho público con personalidad jurídica propia que estén vinculadas a Administraciones Públicas o que sean dependientes de ellas, y la ley especifica también que se incluyen en este apartado, en este concepto, las universidades públicas. Vemos que, dentro de este concepto, estamos viendo Administración Pública, más o menos, en sentido estricto.

Hay otras entidades que ya no son calificadas por la ley como Administraciones Públicas, y también están incluidas están corporaciones de derecho público que únicamente se ven sujetas a la ley a derecho administrativo; se encuentran entidades profesionales o entidades similares. Está también la Casa del Rey, el Congreso de los Diputados, Senado, Tribunal Constitucional, Banco de España, Consejo de Estado, Tribunal de Cuentas y otras instituciones análogas. 

Habrá que hacer un análisis de todos estas entidades, caso por caso, y un análisis por ejemplo, de su normativa regulatoria porque habrá que ver qué actividad de estas entidades están sujetas a derecho administrativo.

Además de esto están sujetas las entidades mercantiles, cuyo capital esté participado al 50%. Aquí la ley no hace distinción de qué entidades son mercantiles, por tanto habrá que pensar que son las de capital mayoritariamente público, porque la ley no distingue. Por lo tanto genera la duda de, por supuesto, las que desarrollan fines y actividades públicas, pero las de intereses mercantiles también están incluidas.

Y ya quedan pocas, la fundación del sector público, de acuerdo con lo que diga la normativa de fundaciones de derecho público, que normalmente son aquellas que tienen una participación mayoritariamente pública o que tengan un carácter fundacional con más del 50% del sector público, aunque hay regulaciones estatales y también autonómicas que pueden establecer algún tipo de particularidad.Y finalmente, las entidades del artículo 2.1 incluyen los órganos de cooperación.

Dentro de este primer nivel de aplicación, hay una multiplicidad de entidades de diferente naturaleza. Pero en principio cabría presumir que todas desarrollan algún tipo de labor o de finalidad pública.

Hay, después, un segundo nivel de aplicación que se refiere a entidades que solo se encuentran sujetas a las obligaciones de publicidad activa, y aquí es donde entra quizás la complejidad de esta Ley.

Si bien, originalmente, la ley, en un estadío preliminar, tenía prevista su aplicación únicamente a entidades de naturaleza pública, con más o menos intensidad pero de naturaleza pública, se incluyeron también entidades de naturaleza privada. 

Entonces en el artículo 3 de la ley, bajo el título Otros sujetos obligados, encontramos partidos políticos, organizaciones empresariales, organizaciones sindicales y determinadas entidades privadas. Estas entidades privadas que se incluyen en el ley son aquellas que perciban ayudas y subvenciones públicas durante el periodo de un año en cuantía superior a 100.000 euros o bien aquellas entidades privadas que en sus cuentas anuales tengan subvención superior a 5.000 euros.

Esta caracterización de las entidades privadas deja fuera, al menos aparentemente, a personas físicas, puesto que parece que solo se refiere a personas jurídicas. 

Esta descripción o esta delimitación del ámbito subjetivo con este doble criterio, por un lado temporal, puesto que se necesita la percepción de ayudas o subvenciones públicas durante el periodo de un año o bien la percepción de los ingresos anuales en un 40% con carácter de subvención o ayuda pública, introduce elementos que sin duda pueden generar duda o pueden generar algún tipo de cuestionamiento de cuál va a ser el alcance y los límites a la entrada de las entidades privadas en el ámbito subjetivo de aplicación de la ley.

Las subvenciones públicas habrá que entender que son aquellas de la Ley de Subvenciones y ayudas. Cabría interpretar quizás, a la vista de otros artículos de la ley, que parece que está pensando en ayudas de Administraciones Públicas no comunitarias.

En la medida que otros artículos, como el 5.4, se refiere entidades de carácter exclusivamente social o cultural. Aquellas que tengan un presupuesto de menos de 5.000 euros podrán cumplir las obligaciones que les correspondan con medios puestos su a disposición.

En cuanto al cómputo temporal, también genera bastantes dudas, puesto que la percepción de ayudas y subvenciones públicas se dice que debe ser durante un año. Pero cabría plantear: ¿Este año es un año natural, es un año contable, se va a tener en cuenta la entrada en vigor de la ley, en el mismo año, yo debo cumplir con las obligaciones de publicidad activa en el año que reciba subvenciones? 

Otro punto: ¿en el momento en que yo deje de percibir subvenciones o ayudas públicas o una entidad deje de percibir ayudas públicas, se puede entender que deja de existir esa sujeción a la ley?. 

De momento y a la espera de un desarrollo posterior, hay muchas cuestiones sin resolver. Quizá motivado porque esta ley no estaba pensada en origen para entidades de carácter privado.

Por último el tercer nivel, no tan intenso, son obligaciones de suministro de información. El artículo 4 de la Ley, por ejemplo, se refiere a la obligación de suministrar información. Se refiere a personas físicas y jurídicas, y se extiende además a adjudicatarios del sector público, pero en los términos del contrato. 

Vistos estos niveles, parece que las obligaciones del tercer sector tendría más encaje en los niveles de intensidad descritos en el nivel 2 y 3, esto es, las entidades que por ser privadas o por percibir subvenciones y ayudas públicas en los casos que he descrito tengan obligaciones públicas, y quizás en los términos que establezca el propio contrato.

Habrá que analizar caso por caso las características de las propias entidades, y habrá que tratar de hacer una interpretación ciertamente necesaria en cuanto al encaje de cada entidad en los requisitos del ámbito subjetivo de la norma, para determinar su encaje en uno u otro supuesto.
